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    PRÓLOGO




    Esta humilde obra es una copia fiel del trabajo de investigación que desarrollé en el marco de la tesis de Maestría en Derecho Penal ante la Universidad de San Andrés. En este tren de ideas, mientras llevaba adelante la intensa y feliz cursada (2020 – 2021), comencé con mi colega, profesor y amigo Dr. Lucas Finkelstein Nappi, a confeccionar la estructura y objetivo que luego se consolidaron en una tesis que, por lejos fuera de mi perspectiva, fue calificada de sobresaliente.




    La relación con los genocidios y otros delitos internacionales, confieso, siempre ha sido de mi interés, no sólo por ser descendiente de armenios -mi abuela, a sus 2 años, escapó con su familia de la masacre propiciada por los otomanos-, sino por la reiteración de hitos ocurridos y su tan lamentable resultado.




    No obstante la gravedad de los hechos, y que su comisión en términos fácticos escapa incluso cualquier argumento -téngase presente como ilustre ejemplo el tan conocido negacionismo que hoy en día continúa promocionando el gobierno de Turquía-, disparó en su momento mi curiosidad de investigar si los procesos penales consecuentes de estos delitos internacionales, han sido o no conforme las reglas del Derecho Penal Internacional. Entonces, me intrigó conocer estas reglas, ver sus características y, en su caso, armonía con el derecho penal local o interno -cuanto menos el argentino, compuesto por reglas que son extrapolables a muchísimos estados-, y si con base en ello el Genocidio Ruandés, objeto de la tesis y último episodio previo a la entrada en vigor y puesta en práctica del Estatuto de Roma -y la Corte Penal Internacional-, efectuó un juicio legal y legítimo.




    Finalmente, esta obra pretende irrumpir en la cómoda postura de que, habida cuenta la atrocidad de los hechos, el proceso penal indefectiblemente no puede no estar legitimado y cumplimentar los parámetros legales -internacionales- y, en miras de ir por ese propósito, me procuré debatir acerca de los argumentos robustos y débiles que tanto el principio de legalidad internacional como el derecho consuetudinario internacional proveen, y en ese marco adoptar la postura que dentro de la argumentación que explicité mientras llevaba a cabo mi investigación, más logró justificar -o al menos ese fue mi intento- mi convicción o postura en lo inherente, insisto, a la legitimidad y legalidad del Tribunal Penal ad hoc para Ruanda. En conclusión, esta investigación sé que carece de simpatía por el resultado final propuesto pero, reconozco que quizá pueda significar un pequeño aporte a una discusión que no debe olvidarse, debido a que por ejemplo el terrorismo es un tipo penal transnacional que podría interpretarse desde una óptica justificada en el derecho consuetudinario internacional, como otro delito penal internacional, lo cual, nuevamente, propiciaría un debate entre las fuentes, no sólo por la contradicción entre las mismas -cuanto menos en lo relativo a la precisión, claridad, taxatividad y ser escrita-, sino por operativizar intervenciones desde una estructura internacional que, como intenté someramente señalar, adolece de serios problemas -no sólo normativos-. A la postre, espero que el lector pueda discriminar reflexiones que habiliten continuar reconociendo las garantías penales a todos los individuos, sin importar la complejidad, atrocidad, etc. del delito que se les impute, sin perjuicio que un tratamiento disímil sería inherente al tan conocido -y criticado- derecho penal del enemigo.
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    INTRODUCCIÓN




    En un Estado de derecho la máxima respuesta disponible a quien conculque la ley penal es la privación de la libertad, puesto que la gravedad del hecho puede habilitar la aplicación de una pena y, debido a tamaña consecuencia, necesariamente, requiere de un pormenorizado sistema institucional. Esta transgresión se exacerba cuando nos encontramos ante el potencial acometimiento de uno de los crímenes que comprende el derecho penal internacional (DPI), motivo por el cual es menester prestar sumo cuidado a las reglas, principios y garantías inherentes a todos los ciudadanos, en este caso inmiscuidas a los fines y propósitos que persigue el sistema penal internacional (SPI).




    En este sentido, en pos de evitar condenaciones injustas, indefectiblemente se debe exigir el mayor de los esfuerzos en lo inherente al plexo normativo que habilite privar a una persona de su libertad, y no solo en lo que concierne a los tipos penales que conforman un determinado sistema penal -y el SPI-, sino también a raíz de una cuidadosa definición y limitación de sus fuentes.




    Siguiendo este lineamiento, aquí se propone el análisis de la casuística del DPI, instituto de preeminente creación y evolución como consecuencia –como hecho de inapelable atrocidad para la “comunidad internacional”1- del Holocausto Judío (HJ), que significó, en lo que a esta tesis interesa, la creación de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y los pertinentes instrumentos internacionales que versan sobre Derechos Humanos (DDHH). Sumado a ello, en las décadas posteriores al genocidio (G) indicado, si bien tuvo avances en materia de DDHH2 no logró hasta el año 1998, en el marco del Estatuto de Roma (ER), circunscribir una corte penal internacional (CPI).




    Pocos años antes de la creación de dicha corte, ocurrió -1994- un gravísimo hecho en Ruanda, que significó el aproximado exterminio de 800000 personas, en tan solo tres meses. Aquel programático y sistematizado episodio, propició tiempo después que se instaure un tribunal penal internacional ad hoc para el debido enjuiciamiento de los presuntos responsables.




    La relación entre las fechas del Genocidio Ruandés (GR), el Tribunal Penal internacional ad hoc para Ruanda (TPIR) y el ER, invita a que reflexionemos sobre lo siguiente: ¿es una decisión conforme al DPI juzgar a alguien por hechos cometidos previo a la configuración no sólo del tribunal pertinente sino de que se tipifiquen aquellas conductas? ¿es suficiente un estatuto ex post facto que configura el proceso, los sujetos procesales e incluso los tipos penales -no obstante no especificar la escala penal-? ¿puede el principio de legalidad internacional (PdLI) ser suplido, en casos como este, por otra de las fuentes del DPI, esto es, el derecho consuetudinario internacional (DCI)? Muchos de estos interrogantes ya en 1950 fueron categórica y brillantemente ilustrados por Luís Jiménez de Asúa, pero lo cierto es que en el marco de varias décadas donde convergieron la Guerra Fría, la consolidación de diversos instrumentos internacionales sobre DDHH y nuevos Gs, pareció que se optó por erigir políticas internacionales tendientes a procesar y potencialmente castigar, sin el debido y riguroso límite normativo que reconoce el PdLI, sino bajo la laxa justificación de haber utilizado como fuente al DCI.




    La potencial discrepancia entre estas fuentes, en el caso específico de Ruanda, habida cuenta de que el DCI no comporta los parámetros troncales del PdLI como la taxatividad, claridad, certeza, e irretroactividad abre un marco evaluativo que, se verá, resulta inadmisible y, en consecuencia, que el enjuiciamiento de los presuntos responsables del GR infringió el PdLI -no obstante la atrocidad y magnitud de lo sucedido-, tornándose indefectiblemente en un proceso ilegítimo y contrario a las garantías que el DPI le otorga a todos los ciudadanos, sin excepción.




    




    

      

        1 Habida cuenta del previo fracaso de la Sociedad de las Naciones, en aquel entonces no se había vuelto a crear un instituto internacional que comprenda a los estados que signen su incorporación, sino que las potencias vencedoras fueron quienes promovieron el Estatuto Penal Internacional de Núremberg.


      




      

        2 Creación de declaraciones, convenciones, protocolos, comisiones, etc.
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     EL GENOCIDIO RUANDÉS: CONTEXTO POLÍTICO, SOCIAL E HISTÓRICO




    A. EL GENOCIDIO RUANDÉS




    Lo ocurrido en Ruanda, como los actos genocidas predecesores3, comprende un importante número de similitudes entre sí y, por supuesto, diferencias. La mayor y más triste semejanza, es la lamentable y sideral cifra de víctimas injustamente asesinadas -Ruanda será el episodio donde, aproximadamente, 800000 personas perderán la vida, en tan sólo 3 meses-.




    Estos 3 meses desde abril de 1994 -el G más rápido de la historia, con un promedio de 10000 asesinatos por día, y que conllevó al exterminio del 10 % de toda la población-, serán el escenario donde no sólo se efectivizó una puesta en marcha de un plan debidamente elaborado, sino que demostrarán cómo a base de políticas instauradas por los medios de comunicación4 -troncal importancia asumió la radio, medio por el cual se lograba llegar a todas las casas en aras de arengar el asesinato de los tutsis-, el odio puede transformar y derrocar las costumbres, vivencias y amistades entre vecinos, para convertirse en una masacre a gran escala.




    Los números reflejados en el párrafo anterior merecen una distinción: nos estamos refiriendo a que en Ruanda -país que, en aquel entonces, presentaba una población aproximada de 26 millones de habitantes, de los cuales el 85 % eran hutus, 15 % tutsis, y 1 % aproximadamente twa5- hubo un promedio de, aproximadamente, 10000 asesinatos por día. Estos 3 grupos sociales6, luego de un proceso desde el golpe de 1959 y la independización de 1962, fueron tomando forma para “involucionar” en una segregación racial, tajante en las cédulas de identidad que se obligaron a portar, tensionando por consiguiente la convivencia local.




    Como si fuera poco, las guerras civiles previas al G fueron notas diarias, quizá a tal punto que la comunidad internacional las adoptó como “ordinarias”, cuando per se podrían significar la pérdida de 50000 vidas. Tan paradójica como incomprensible, esta “normalidad” de los conflictos locales, siempre tildados de “tribales”, será el motivo troncal de la inacción de la comunidad internacional cuando más se la requirió, esto es, cuando el país en llamas inundaba de llamados a los teléfonos de la ONU.




    Ruanda tuvo al pueblo en contra del pueblo: los hutus (enorme mayoría del país), colectivo históricamente dominado por el modelo monárquico impuesto por los tutsis7, salieron de sus hogares con el propósito de aniquilar a sus vecinos, amigos, compadres, conocidos, etc., sean tanto tutsis como “hutus moderados o rebeldes”8. El éxito en su comisión fue gracias a los medios de comunicación, quienes, por medio de panfletos, tiras de periódico de los principales diarios y, máxime, de la radio -el instrumento que todos los hogares poseían- internalizó e invistió a los hutus de su “labor social y política” inherente al exterminio de los seres inferiores, las “cucarachas”.




    La imagen más ilustrativa no escapa a mis anotaciones, el hutu portando en una mano la radio y en la otra el machete, es la imagen más elocuente del GR: las calles se llenaron literalmente de estos hombres que comprendían el 85 % de la población, para cumplir su rol sin discriminar entre varones, mujeres, ancianos y/o niños.




    Tan importante fue el rol de los medios de comunicación, que los mismos no sólo vehiculizaron el método idóneo para que se cumplimenten las líneas políticas del gobierno extremista hutu, sino que discriminaron pormenorizadamente las direcciones, nombres, apellidos y demás datos identificatorios de todos aquellos que debían morir.




    La suerte fue dividida entre los hombres y las mujeres: a los primeros, les prosiguió la muerte segura, sea en manos de los machetes, palos, manubrios de bicicleta, armas propiamente dichas, o cualquier adminículo que sea proclive a realizar el fin anhelado. Las mujeres, en cambio, fueron víctimas en gran medida de la violencia sexual: las violaciones y abusos sexuales fueron la moneda corriente que el colectivo de tutsis y mujeres hutu casadas con estos recibieron -aproximadamente nacieron entre 2500 y 5000 niños de madres abusadas-, con el saldo social, cultural, político, económico e incluso judicial que luego todo esto brindó.




    A título de ejemplo, a las mujeres se las obligaba a “vender su cuerpo para no morir”, y como consecuencia de estos actos sexuales en muchos casos dieron a luz a los “niños odio”; la decisión de que las mujeres sean vendidas y utilizadas para la satisfacción sexual provocó la pérdida sideral de cultivos ya que las mismas eran quienes los cuidaban -no olvidemos que Ruanda era un país prácticamente subdesarrollado9, que vivía de la agricultura y la ganadería-; se realizaron muchos juicios que terminaron sin la imposición de una pena, puesto que la calidad probatoria era muy escasa.




    Sintetizando, Ruanda fue víctima de un G, perpetrado tanto por las fuerzas políticas que lo diagramaron, como también por los miles y miles de hutus civiles que se adueñaron del territorio y sin compasión cumplieron las tareas: las calles se volvieron un sinfín de cadáveres, la podredumbre pobló a la nación y los pocos lugares que las fuerzas armadas -internacionales- protegían, eran circundadas por hutus que afilaban contra el piso sus machetes, al cántico de sus danzas y el anhelo de -más- sangre.




    Ruanda no fue una masacre oculta, todos supieron qué ocurrió, los cascos azules de la ONU presenciaron el hecho, incluso perdieron funcionarios en el afán de restituir a los ciudadanos extranjeros, pero nadie le dio la importancia que, mínimamente y por sospecha, merecía. Se volvió a tildar de cuestión tribal y ordinaria al asunto: un país tan pequeño, sin espacios geopolíticamente significantes, no pareció ser merecedor de la agenda de las potencias, quizá ansiosas de firmar acuerdos de paz y convenios con fines lobbísticos, y no por el espíritu y finalidad de dichos plexos normativos.




    Los países con ciudadanos en Ruanda, de todas formas, no fueron totalmente ajenos al acontecimiento, puesto que se esforzaron por el envío de tropas que permitieran su repatriación, hasta tanto se resolvieran los conflictos internos. A modo de ejemplo, el ejército francés pobló con sus tropas y acto seguido retiró a sus ciudadanos, con las claras manifestaciones del Coronel Dallaire10, miembro de la ONU que venía haciendo eco del problema doméstico pronto a explotar. Dicho funcionario, no sólo no obtuvo las fuerzas que solicitó, sino que tampoco pudo articular con los militares que se apersonaron a los fines indicados de la repatriación11. Inclusive, no se le concedió aumentar su fuero de intervención -su mandato primigenio era el “seguimiento de la paz”-, y tuvo que retirarse cuando así se le fue ordenado.




    A fin de cuentas, Ruanda es un país pobre12, sin importancia desde la faz política de los países detentadores de poder, salvo en aquellos objetivos colonizadores13 que Francia y Bélgica supieron concederle, en claro detrimento de la soberanía estatal que siempre debería haber tenido. Es un país superpoblado y con escasos recursos para comercializar, corazón de un continente históricamente colonizado y masacrado, que fue víctima y victimario de un G, el más rápido en acometerse, propiciado tanto por políticos, militares y civiles, y que tuvo por objeto aniquilar a los tutsis -y hutus rebeldes-, un colectivo en aquel entonces estandarizado como un grupo racial, cucarachas, subclase de humanos que por ello, tenían luz verde para asesinarlos de cualquier forma, bajo el velo de la anoticiada pero inactiva comunidad internacional.




    
B. EL TRIBUNAL PENAL INTERNACIONAL AD HOC PARA RUANDA





    La necesidad de crear tribunales específicos para el enjuiciamiento de los presuntos autores de crímenes internacionales tuvo, a finales del Siglo XX, 2 grandes hitos14 previo a la conformación del ER que, como ya se ha señalado, ordena la creación de una CPI.




    En este tren, y con décadas de avances y retrocesos15 en materia de DPI que, por cuestiones de extensión uno no puede desarrollar con el ímpetu que amerita, a principios de los años noventa16 se crearon tribunales penales internacionales ad hoc debido a lo sucedido en la ex Yugoslavia y Ruanda.




    Por ello, “no fueron los vencedores los que constituyeron el tribunal y juzgaron a los vencidos, sino que fueron las Naciones Unidas quienes forzaron la aplicación del Derecho penal internacional, a través de la figura de su Secretario General y de la mano del Consejo de Seguridad de NNUU. Al amparo del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, el Consejo de Seguridad creó los Tribunales Penales Internacionales ad hoc para la antigua Yugoslavia (TPIY) y para Ruanda (TPIR)”17.




    Específicamente, el TPIR fue creado por la Resolución 955 del Consejo de Seguridad (CS) de la ONU, en fecha 8 de noviembre de 1994. A tenor del Capítulo VII de la Carta de la ONU, podemos destacar que “se compuso por tres Salas de primera instancia, cuya sede estaba en Arusha (Tanzania), y una Sala de apelación compartida con el TPIY, con sede en La Haya. Asimismo, ha contado, durante gran parte de su mandato, con una Fiscalía propia”18.




    Asimismo, su anexo19, contempla, máxime, el articulado que inviste al TPIR; los tipos penales comprendidos y su definición –recuérdese que sólo existía como fuente autónoma el DCI20; y el marco espacio-temporal de aplicación.




    En otro orden de ideas, requiere cierta importancia resaltar que “Otro elemento cuestionable es la incorporación a la definición de los crímenes contra la humanidad en el Estatuto del Tribunal para Ruanda de la frase: ‘(…) por motivos de nacionalidad o por motivos políticos, étnicos, raciales o religiosos’. (…) Su introducción como requisito general para todos los crímenes contra la humanidad fue discutida en el seno de la Comisión de Derecho Internacional, la que, en el Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y Seguridad de la Humanidad de 1954, incluyó los motivos políticos, sociales, raciales, religiosos o culturales en la definición general de los crímenes contra la humanidad. Sin embargo, dicho requisito no se hallaba en el Proyecto de 1951 y tampoco fue incorporado a los proyectos de 1991 y 1996. Cabe reconocer, en consecuencia, que la introducción de dicho elemento en la definición de los crímenes contra la humanidad en el Estatuto del Tribunal para Ruanda no se ajusta a la costumbre internacional en la materia. Tal como sucede con el requisito del nexo con un conflicto armado en el Estatuto del Tribunal para la ex Yugoslavia, se trata de una condición adicional que restringe el ámbito de los crímenes contra la humanidad más allá de lo que establece el derecho internacional general...”21.




    También es interesante la naturaleza jurídica de este tribunal, debido a que “La base jurídica de estos Tribunales no es -a diferencia los Tribunales Militares Internacionales instituidos también ad hoc en Nuremberg y Tokio- un tratado internacional, sino una resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas según el Capítulo VII de la Carta de la ONU. Una consecuencia directa de este modelo es la fuerte posición de estos Tribunales frente a los Estados: el art. 25 de la Carta de la ONU obliga a todo Estado a cooperar con los Tribunales, existiendo incluso mecanismos de cumplimiento forzoso de esta obligación. Asimismo, está prevista expresamente en los estatutos la competencia prioritaria de estos Tribunales Penales Internacionales frente a los órganos judiciales nacionales, incluido los del Estado en los que se hayan cometido los delitos”22.




    




    

      

        3 En el Siglo XX hemos tenido el Genocidio Armenio (1915-1923), el HJ (1933-1945), el G en Camboya (1975-1979), en la ex Yugoslavia -se juzgó a partir del 1 de enero de 1991-, y Ruanda (1994).


      




      

        4 La tira de periódicos también tuvo una influencia sideral en el proceso que propició el GR. A título de ejemplo, Hassan Ngeze, creador del diario Kangura -que traducido significa “despierta”- publicó “Los 10 mandamientos hutus”. Puede profundizarse esta publicación y los antecedentes de los periódicos en Gourevitch, Queremos informarle de que mañana seremos asesinados con nuestras familias: historias de Ruanda. Debate (Traducción a cargo de Osés), 1.ª ed., Barcelona, Penguin Random House, 2009, pp. 91 y ss.


      




      

        5 “En su origen, Ruanda fue poblada por pigmeos que vivían en cuevas cuyos descendientes actuales son el pueblo twa, un grupo marginado y privado de derechos civiles que no representa ni el 1 por ciento de la población”. Ibid., p. 53.


      




      

        6 Para estudiar el origen de los hutus y tutsis, véase ibid., pp. 53 y ss.


      




      

        7 “Los tutsis representan, como media nacional, algo menos de un 15 por ciento de la población de Ruanda, pero en la provincia de Kibuye el equilibrio entre hutus y tutsis estaba cerca del 50 por ciento. El 6 de abril en Kibuye vivían doscientos cincuenta mil tutsis, y en un mes más tarde, más de doscientos mil habían sido asesinados”. Ibid., p. 35.


      




      

        8 “Los hutus que se oponían a la ideología del Poder Hutu, fueron acusados públicamente de <cómplices> de los tutsis y se contaron entre las primeras víctimas del exterminio”. Ibid., p. 24.


      




      

        9 “Si puedes manipular a las personas que manejan los machetes, el subdesarrollo tecnológico no representa ningún obstáculo para el genocidio. Las personas eran las armas, y ello abarcaba a todo el mundo: toda la población hutu tenía que matar a toda la población tutsi”. Ibid., p. 102.


      




      

        10 Para profundizar sobre las acciones del Coronel Roméo Dallaire en Ruanda, véase ibid., pp. 109 y ss.


      




      

        11 “…las tropas de la ONU apenas opusieron resistencia a los asesinos. Los gobiernos extranjeros se apresuraron a cerrar sus embajadas y a evacuar a sus nacionales. Se hizo caso omiso de las peticiones de evacuación de muchos ruandeses, salvo algunos casos especiales…”. Ibid., p. 121.


      




      

        12 “El Banco Mundial descubrió que después del genocidio Ruanda se había convertido en el país más pobre de la tierra…”. Ibid., p. 282.


      




      

        13 Puede analizarse el proceso de colonización que sufrió Ruanda, propiciado por el explorador Speke en 1885, en ibid., pp. 59 y ss.


      




      

        14 “A principios de los años ‘90 se desencadenaron dos conflictos donde se produjo la violación masiva de los derechos humanos y la comisión de crímenes internacionales. Las primeras violaciones, cometidas en el territorio de la antigua Yugoslavia, fueron el resorte para hacer renacer la necesidad de aplicar el derecho penal internacional por un órgano supranacional. Esta crisis humanitaria, junto con las masacres de la minoría tutsi llevada a cabo por los hutus durante unos pocos meses en Ruanda, reafirmó la necesidad de constituir un tribunal penal internacional de carácter permanente”. Liñán Lafuente, “Capítulo III: Origen y evolución del derecho penal internacional (II)”, en Gil Gil / Maculan (dirs.), Derecho Penal Internacional, Madrid, Dykinson, 2019 [2016], pp. 71-72.


      




      

        15 “…parece plausible sostener, tal como se lo ha hecho, que los procesos penales de la segunda posguerra tuvieron un efecto disuasivo prácticamente nulo si es verdad que durante la segunda mitad del siglo xx se cometieron atrocidades tan graves como las cometidas durante la primera mitad del mismo siglo. Por supuesto que nadie niega que la eficacia disuasiva de la pena sea uno de los asuntos más controvertidos y discutidos del derecho penal. Pero es importante destacar que existen algunos trabajos en los que esta cuestión se aborda sin transportar irreflexivamente al ámbito internacional las tesis elaboradas en los planos locales sobre la base de las experiencias nacionales o regionales. Y estos trabajos señalan por lo menos tres argumentos decisivos para sostener la incapacidad de esa sanción para cumplir una función semejante: a) la pena no puede eliminar las causas políticas, económicas, religiosas, sociales, que generan la violencia estructural y cultural; b) la noción utilitarista de que el temor al castigo lleva a los individuos a tomar la decisión racional de no cometer actos criminales, deviene irrealista frente a sujetos convencidos de la necesidad de eliminar o someter a un grupo de pertenencia distinto al propio, para sobrevivir o tutelar ciertos intereses que consideran fundamentales; o bien frente a sujetos pertenecientes a un grupo cuyos líderes exhortan a todos sus miembros a cometer delitos, creando las condiciones suficientes para que los actos criminales no sean percibidos como conductas desviadas, sino como conformes a las expectativas o al sentido de justicia prevaleciente en el mismo grupo; c) aun cuando dicha noción fuera aplicable en esos contextos, los crímenes de competencia de las jurisdicciones internacionales penales, tal como lo enseña la historia de la segunda posguerra, son cometidos principalmente en países pobres o subdesarrollados, como los latinoamericanos o los africanos…”. Eiroa, Políticas del castigo y derecho internacional: Para una concepción minimalista de la justicia penal, Buenos Aires, Ad-Hoc, 2009, pp. 751-752.


      




      

        16 “Después de la caída del Muro de Berlín en 1989, los augurios sobre la consolidación del derecho internacional de las Naciones Unidas resultaron más realistas que nunca en la historia de la Organización. Estaba comenzando el ‘decenio del derecho internacional’, de acuerdo a lo proclamado por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Pues bien, es éste contexto en el que se observa un cambio muy significativo para la justicia internacional penal. Desde los primeros años de la década del noventa, en efecto, se empiezan a crear nuevas instituciones jurisdiccionales competentes para aplicar las convenciones o tratados sobre crímenes internacionales, es decir, para determinar la responsabilidad penal de los acusados de haber cometido esos crímenes.
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